Anteproyecto de Ley de Contrato de Transporte Terrestre.- Disposiciones  Generales.- El Contrato de Transporte de Viajeros.- Breve aproximación.-
La norma en cuestión se dicta al amparo de las competencias que el artículo 149.1.6º de la Constitución atribuye en exclusiva al Estado en materia de legislación mercantil. ( título competencial ) estableciéndose que el Ministerio de Fomento, de acuerdo con esta ley, podrá establecer contratos tipo o condiciones generales de contratación para las distintas clases de transporte terrestre en las que se determinarán los derechos y obligaciones recíprocas de las partes y las demás reglas concretas de cumplimiento de los contratos singulares.
En la Memoria justificativa del meritado anteproyecto que se comenta se hace alusión a que el contrato de transporte se hallaba regulado básicamente en el texto codificado del Código de Comercio de 1885, y en la Ley de Ordenación de los Transportes Terrestres de 1987 y en su Reglamento de 1990, señalando por su parte la Exposición de Motivos del anteproyecto de ley que la misma tiene por objeto actualizar el régimen jurídico del contrato de transporte terrestre en su doble vertiente de transporte de mercancías y de pasajeros ciñéndonos a este último en esta breve aproximación.

Continúa señalando dicha Exposición de Motivos, apartado I,  que el anacronismo y el desfase del Código de Comercio en esta materia no son los únicos que aconsejan proceder a la reforma el derecho del contrato de transporte, habida cuenta priman motivos de oportunidad histórica.

El primero de ellos, la Ley 39/2003, de 17 de noviembre, del sector ferroviario, que abre el nuevo escenario de liberalización del mismo. El segundo, aprovechar el impulso que supone el anteproyecto de la ley general de Navegación Marítima.

En cuanto al modelo de política legislativa que se ha tenido en cuenta, la ley adapta, en lo sustancial, al modelo que suponen los convenios básicos sobre la materia, básicamente al Convenio de transporte internacional de mercancías por carretera.

La ley parte, como aspecto básico de la regulación legal del anteproyecto que comentamos, que las partes puedan pactar en sus relaciones contractuales términos distintos de los que se deriven estrictamente del estipulado legal siempre y cuando ello tenga lugar mediante pacto negociado individualmente o mediante condiciones generales que resulten más beneficiosas para el adherente y no se trate de normas imperativas ( Exposición de Motivos, apartado II in fine )
Sentado pues lo que antecede, podemos definir el contrato de transporte de viajeros como aquél por el que el porteador (aquél que asume la obligación de realizar el transporte en nombre propio con independencia de que lo ejecute por sus propios medios o contrate su realización con otros sujetos) se obliga a trasladar una o más personas con o sin equipaje, mediante e pago de un precio.
Viajero por tanto es la persona que, habiendo contratado o no con el porteador, tiene derecho a ser transportado. Bulto de mano es todo objeto que el viajero lleve consigo a bordo del habitáculo del vehículo.

En cuanto a la documentación el contrato, podemos definirla señalando que será el documento escrito, billete o tarjeta donde constará el contenido y conclusión del contrato. En cuanto al contenido del mismo, documentación del contrato, interesa realizar las siguientes especificaciones y apreciaciones, a saber,
Obligación del transporte. El porteador asume la obligación de conducir a destino al viajero junto con su equipaje, sin daño ni menoscabo, en el tiempo y por la ruta fijados o, en otro caso, por los que resulten adecuados, atendiendo a las circunstancias de la operación. 

El porteador está obligado a admitir y transportar el equipaje del viajero debiendo poner a disposición del viajero el equipaje que haya transportado al final del trayecto. 

La interrupción del viaje no libera al porteador de la obligación de trasladar al viajero y su equipaje hasta el lugar del destino, debiendo poner a su disposición los medios que permitan cubrir la parte restante del trayecto sin coste adicional alguno. El viajero tendrá derecho a desistir del transporte exigiendo la devolución del precio.
Por último y para concluir, en lo que respecta al régimen de responsabilidad, por inejecución total o parcial del viaje, el porteador responderá de los daños y perjuicios causados por la cancelación total o parcial del viaje, modificación de los horarios, itinerarios o paradas. Así, cuando no se realice el transporte, y el porteador haya recibido el precio, deberá devolver el importe íntegro. La ejecución parcial de la operación sólo le dará derecho a percibir la parte correspondiente del precio contratado cuando lo finalmente ejecutado reporte algún beneficio para el viajero.

Nos parece también interesante reseñar que El Anteproyecto que comentamos igualmente contempla, en cuanto al plazo de prescripción de acciones, que las que puedan dar lugar al transporte regulado en la misma prescribirán en el plazo de un año. Sin embargo, en el caso de que tales acciones se deriven de una actuación intencionada o temeraria y con conciencia de la probabilidad del daño, el plazo de prescripción será de tres años.

El propio estipulado contempla la fijación del dies a quo para el inicio del cómputo del plazo descriptivo de que se trate señalándose que la prescripción de las acciones surgidas del contrato de transporte se interrumpirá por las causas señaladas con carácter general en el Código de Comercio

En Madrid, a 20 de septiembre de 2007.-

Roberto Fernández Blanco.- Abogado 
PAGE  
2

